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Intel Corporation, Inc.
contra

Comisión Europea

Sentencia del Tribunal General (Sala Cuarta ampliada) de 26 de enero de 2022

(«Competencia  —  Abuso de posición dominante  —  Mercado de los microprocesadores  —  
Decisión por la que se declara la existencia de una infracción del artículo 102 TFUE y del  

artículo 54 del Acuerdo EEE  —  Descuentos por fidelidad  —  Restricciones “manifiestas”  —  
Calificación de práctica abusiva  —  Análisis del competidor igualmente eficiente  —  Estrategia de 

conjunto  —  Infracción única y continua»)

1. Procedimiento judicial  —  Sentencia del Tribunal de Justicia que vincula al Tribunal 
General  —  Requisitos  —  Devolución como consecuencia de un recurso de casación  —  
Aspectos jurídicos resueltos definitivamente por el Tribunal de Justicia en el marco del 
recurso de casación  —  Fuerza de cosa juzgada  —  Alcance
(Estatuto del Tribunal de Justicia, art. 61, párr. 2; Reglamento de Procedimiento del Tribunal 
General, art. 215)

(véanse los apartados 78 a 86)

2. Procedimiento judicial  —  Presentación de motivos nuevos en el curso del proceso  —  
Requisitos  —  Motivo basado en razones que han aparecido durante el procedimiento  —  
Razón de Derecho nueva  —  Aplicación al procedimiento tras la devolución como 
consecuencia de un recurso de casación  —  Sentencia del Tribunal de Justicia que acuerda la 
devolución  —  Exclusión
(Reglamento de Procedimiento del Tribunal General, arts. 84, ap. 2, y 217)

(véanse los apartados 105 a 111)

3. Posición dominante  —  Abuso  —  Descuentos por exclusividad o fidelidad  —  Presunción de 
efectos contrarios a la competencia  —  Prueba en contrario  —  Análisis que incumbe a la 
Comisión de la capacidad de tales descuentos para restringir la competencia y producir 
efectos de expulsión del mercado  —  Criterios de apreciación  —  Aplicación al análisis del 
competidor igualmente eficiente
(Art. 102 TFUE; Acuerdo EEE, art. 54)

(véanse los apartados 116 a 122, 124 a 126, 133, 144 a 149, 492, 494, 499 y 507 a 521)
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4. Competencia  —  Procedimiento administrativo  —  Decisión de la Comisión por la que se 
declara la existencia de una infracción  —  Control judicial  —  Control de legalidad  —  
Control en profundidad de todos los elementos pertinentes  —  Objeto y alcance
(Arts. 102 TFUE y 263 TFUE)

(véase el apartado 150)

5. Competencia  —  Procedimiento administrativo  —  Decisión de la Comisión por la que se 
declara la existencia de una infracción  —  Prueba de la infracción y de su duración a cargo 
de la Comisión  —  Alcance de la carga de la prueba  —  Grado de precisión exigido a los 
elementos de prueba utilizados por la Comisión  —  Conjunto de indicios  —  
Control judicial  —  Alcance  —  Decisión que deja subsistir una duda en el ánimo del juez  —  
Respeto del principio de presunción de inocencia
[Arts. 101 TFUE y 102 TFUE; Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, 
art. 48, ap. 1; Reglamento (CE) n.o 1/2003 del Consejo, art. 2]

(véanse los apartados 160 a 166, 210 a 256, 307 a 310, 319, 320, 335, 346 a 350, 371 a 373, 387  
a 390 y 455 a 457)

6. Competencia  —  Procedimiento administrativo  —  Decisión de la Comisión por la que se 
declara la existencia de una infracción  —  Prueba de la infracción y de su duración a cargo 
de la Comisión  —  Alcance de la carga de la prueba  —  Decisión que se basa en pruebas 
suficientes para demostrar la existencia de la infracción  —  Obligaciones en materia de 
prueba de las empresas que niegan la realidad de la infracción
(Art. 102 TFUE; Acuerdo EEE, art. 54)

(véanse los apartados 164 a 166)

7. Competencia  —  Procedimiento administrativo  —  Decisión de la Comisión por la que se 
declara la existencia de una infracción  —  Abuso de posición dominante  —  Modo de 
prueba  —  Capacidad de una práctica tarifaria para restringir la competencia y producir 
efectos de expulsión del mercado  —  Previsiones internas de un cliente  —  Procedencia  —  
Requisitos
[Art. 102 TFUE; Acuerdo EEE, art. 54; Reglamento (CE) n.o 1/2003 del Consejo, art. 2]

(véanse los apartados 189 a 193)

8. Posición dominante  —  Abuso  —  Descuentos por exclusividad o fidelidad  —  
Capacidad para restringir la competencia y efecto de expulsión del mercado  —  Análisis del 
competidor igualmente eficiente  —  Criterios de apreciación
(Art. 102 TFUE; Acuerdo EEE, art. 54)

(véanse los apartados 263 a 271, 276, 282 a 287, 410, 411 y 433 a 440)
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9. Posición dominante  —  Abuso  —  Pagos por exclusividad  —  Capacidad para restringir la 
competencia y producir efectos de expulsión del mercado  —  Análisis del competidor 
igualmente eficiente  —  Criterios de apreciación
(Art. 102 TFUE; Acuerdo EEE, art. 54)

(véanse los apartados 470 a 482)

10. Recurso de anulación  —  Sentencia anulatoria  —  Efectos  —  Anulación parcial de une 
decisión de la Comisión por la que se declara la existencia de una infracción única y 
continua de las normas sobre competencia  —  Incidencia en la apreciación de la multa 
global impuesta

[Arts. 102 TFUE y 263 TFUE; Acuerdo EEE, art. 54; Reglamento (CE) n.o 1/2003 del Consejo, 
art. 23, ap. 2]

(véanse los apartados 522 a 531)

Resumen

El Tribunal General anula parcialmente la decisión de la Comisión que imponía a Intel una 
multa de 1 060 millones de euros

El análisis realizado por la Comisión es incompleto y no permite demostrar de modo 
suficiente en Derecho que los descuentos controvertidos podían o podrían producir efectos 

contrarios a la competencia

Mediante Decisión de 13 de mayo de 2009, 1 la Comisión Europea impuso al fabricante de 
microprocesadores Intel una multa de 1 060 millones de euros por haber abusado de su posición 
dominante en el mercado mundial de los procesadores 2 x86, 3 entre octubre de 2002 y diciembre 
de 2007, al aplicar una estrategia destinada a excluir a los competidores del mercado.

Según la Comisión, ese abuso se caracterizaba por dos tipos de conductas comerciales adoptadas 
por Intel respecto a sus socios comerciales: las restricciones manifiestas y los descuentos 
condicionales. Por lo que se refiere, en particular, a estos últimos, Intel supuestamente concedió 
descuentos a cuatro fabricantes estratégicos de equipos informáticos originales [Dell, Lenovo, 
Hewlett-Packard (HP) y NEC], a condición de que le compraran a ella la totalidad o la casi 
totalidad de los procesadores x86. Asimismo, se imputaba a Intel haber efectuado pagos a un 
distribuidor europeo de aparatos microelectrónicos (Media-Saturn-Holding) a condición de que 
este vendiera exclusivamente ordenadores equipados con procesadores x86 de Intel. Estos 
descuentos y pagos (en lo sucesivo, «descuentos controvertidos») presuntamente garantizaron la 
fidelidad de los cuatro fabricantes de equipos y de Media-Saturn y, de este modo, redujeron 
notablemente la capacidad de los competidores para ejercer una competencia basada en los 

1 Decisión de la Comisión C(2009) 3726 final, de 13 de mayo de 2009, relativa a un procedimiento con arreglo a lo dispuesto en el artículo 
[102 TFUE] y en el artículo 54 del Acuerdo sobre el EEE (Asunto COMP/C-3/37 990 — Intel).

2 El procesador es un componente clave de todo ordenador, tanto en términos generales de rendimiento del sistema como de coste global 
del aparato.

3 Los microprocesadores utilizados en los ordenadores pueden subdividirse en dos categorías: los procesadores x86 y los procesadores 
basados en otros tipos de arquitectura. La arquitectura x86 es una norma diseñada por Intel que permite el funcionamiento de los 
sistemas operativos Windows y Linux.
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méritos de sus propios procesadores x86. Por tanto, la Comisión consideró que la conducta 
contraria a la competencia de Intel había contribuido a reducir la oferta para los consumidores y 
los incentivos a la innovación.

El recurso interpuesto por Intel contra esa Decisión fue desestimado en su totalidad por el 
Tribunal General mediante sentencia de 12 de junio de 2014. 4 Mediante sentencia de 
6 de septiembre de 2017, a raíz del recurso de casación interpuesto por Intel, el Tribunal de 
Justicia anuló la primera sentencia y devolvió el asunto al Tribunal General. 5

En apoyo de sus pretensiones de anulación de la sentencia inicial, Intel reprochaba en particular al 
Tribunal General haber incurrido en error de Derecho al no examinar los descuentos 
controvertidos tomando en consideración la totalidad de las circunstancias del caso. A este 
respecto, el Tribunal de Justicia estimó que el Tribunal General, al igual que la Comisión, se 
había basado en la premisa de que los descuentos de fidelidad concedidos por una empresa en 
posición dominante tenían, por su propia naturaleza, la capacidad de restringir la competencia, 
de modo que resultaba innecesario analizar la totalidad de las circunstancias del caso y, en 
particular, realizar un test AEC (denominado en inglés «as efficient competitor test»). 6 No 
obstante, la Comisión llevó a cabo un examen en profundidad, en su Decisión, de esas 
circunstancias, lo que la llevó a concluir que un competidor igualmente eficiente se habría visto 
obligado a cobrar precios que no hubieran sido viables y que, por lo tanto, la práctica de los 
descuentos controvertidos era capaz de producir un efecto de expulsión del mercado de tal 
competidor. El Tribunal de Justicia dedujo de ello que el test AEC tuvo una auténtica 
importancia en la apreciación de la Comisión sobre la capacidad de la práctica de los descuentos 
controvertidos para producir un efecto de expulsión del mercado de los competidores, por lo que 
el Tribunal General estaba obligado a examinar la totalidad de las alegaciones formuladas por Intel 
sobre dicho test y su aplicación por parte de la Comisión. Dado que el Tribunal General se había 
abstenido de realizar ese examen, el Tribunal de Justicia anuló la sentencia inicial y devolvió el 
asunto al Tribunal General para que este examinase, a la luz de las alegaciones formuladas por 
Intel, la capacidad de los descuentos controvertidos para restringir la competencia.

Mediante su sentencia de 26 de enero de 2022, el Tribunal General, resolviendo tras la devolución 
del asunto, anula parcialmente la Decisión impugnada en cuanto esta califica los descuentos 
controvertidos de abuso, en el sentido del artículo 102 TFUE, e impone a Intel una multa por la 
totalidad de sus comportamientos calificados de abusivos.

Apreciación del Tribunal General

Con carácter preliminar, el Tribunal General precisa el alcance del litigio tras la devolución del 
asunto. A este respecto, señala que la anulación de la sentencia inicial se basó en un único error, 
relativo a la falta de examen, en la sentencia inicial, de la argumentación de Intel dirigida a 
impugnar el análisis AEC presentado por la Comisión. En estas circunstancias, el Tribunal 
General estima que puede reproducir, en el marco de su examen, todas las consideraciones que 

4 Sentencia de 12 de junio de 2014, Intel/Comisión (T-286/09, EU:T:2014:547; en lo sucesivo, «sentencia inicial»).
5 Sentencia de 6 de septiembre de 2017, Intel/Comisión (C-413/14 P, EU:C:2017:632; en lo sucesivo, «sentencia dictada en casación»).
6 En el caso de autos, este análisis económico se refería a la capacidad de los descuentos controvertidos para expulsar del mercado a un 

competidor que fuera tan eficiente como Intel, sin ocupar por ello una posición dominante. Concretamente, el análisis tenía por objeto 
determinar a qué precio tendría que haber ofrecido sus procesadores un competidor que fuera tan eficiente como Intel y que estuviera 
sujeto a los mismos costes que esta para compensar a un fabricante de equipos informáticos originales o a un distribuidor de aparatos 
microelectrónicos por la pérdida de los descuentos controvertidos, con el fin de dilucidar si, en tal caso, dicho competidor podía aún 
cubrir sus costes.
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no adolecen del error apreciado por el Tribunal de Justicia. En el caso de autos, se trata, por un 
lado, de las declaraciones de la sentencia inicial relativas a las restricciones manifiestas y su 
carácter ilegal a la luz del artículo 102 TFUE. En efecto, según el Tribunal General, el Tribunal de 
Justicia no invalidó, por principio, la distinción establecida en la Decisión impugnada entre las 
prácticas que constituían tales restricciones y las demás actuaciones de Intel a las que se refería 
únicamente el análisis AEC en cuestión. Por otro lado, el Tribunal reproduce las declaraciones de 
la sentencia inicial según las cuales la Comisión, en la Decisión impugnada, acreditó la existencia 
de los descuentos controvertidos.

Habiendo precisado lo anterior, el Tribunal General aborda, en primer lugar, el examen de las 
pretensiones de anulación de la Decisión impugnada mediante una presentación del método 
definido por el Tribunal de Justicia para apreciar la capacidad de un sistema de descuentos para 
restringir la competencia. A este respecto, recuerda que, si bien un sistema de descuentos por 
exclusividad establecido por una empresa que ocupa una posición dominante en el mercado 
puede calificarse de restricción de la competencia, dado que, habida cuenta de su naturaleza, 
cabe presumir sus efectos restrictivos de la competencia, se trata únicamente, en el asunto de 
autos, de una presunción iuris tantum que no dispensa a la Comisión, en cualquier caso, de 
examinar sus efectos contarios a la competencia. Así pues, en el supuesto de que una empresa 
que ocupa una posición dominante mantenga durante el procedimiento administrativo, 
aportando pruebas al respecto, que su conducta no tuvo la capacidad de restringir la competencia 
ni, en particular, de producir los efectos de expulsión del mercado que se le imputan, la Comisión 
debe analizar la capacidad de expulsión del mercado del sistema de descuentos. En el contexto de 
ese análisis, corresponde a esta no solo analizar, por un lado, la importancia de la posición 
dominante de la empresa en el mercado de referencia y, por otro lado, el porcentaje del mercado 
cubierto por la práctica criticada, así como las condiciones y modalidades de concesión de los 
descuentos controvertidos, su duración y su importe, sino también apreciar la eventual existencia 
de una estrategia destinada a expulsar del mercado a competidores al menos igualmente 
eficientes. Además, cuando la Comisión ha efectuado un test AEC, este forma parte de los 
elementos que debe tener en cuenta a efectos de apreciar la capacidad del sistema de descuentos 
para restringir la competencia.

En segundo lugar, el Tribunal General verifica, primeramente, si la apreciación de la Comisión 
sobre la capacidad de los descuentos controvertidos para restringir la competencia se basa en el 
método descrito. A este respecto, señala inmediatamente que la Comisión incurrió en un error de 
Derecho, en la Decisión impugnada, al considerar que el test AEC —que, no obstante, llevó a cabo 
— no era necesario para permitirle acreditar el carácter abusivo de los descuentos controvertidos 
de Intel. Dicho esto, el Tribunal General estima no poder atenerse a esta constatación. Puesto que 
la sentencia dictada en casación indica que el test AEC tuvo una auténtica importancia en la 
apreciación, por parte de la Comisión, de la capacidad de la práctica de descuentos de que se 
trata para producir un efecto de expulsión del mercado, el Tribunal General estaba obligado a 
examinar las alegaciones formuladas por Intel respecto a dicho test.

En tercer lugar, puesto que el análisis de la capacidad de los descuentos controvertidos para 
restringir la competencia se inscribe en el marco de la demostración de la existencia de una 
infracción del Derecho de la competencia, concretamente un abuso de posición dominante, el 
Tribunal General recuerda las normas sobre la carga de la prueba, así como sobre el nivel de 
prueba exigido. Así, el principio de presunción de inocencia, aplicable también en la materia, 
obliga a la Comisión a acreditar la existencia de la infracción, en caso necesario mediante un 
conjunto de indicios precisos y concordantes, de manera que no subsista ninguna duda al 
respecto. Cuando la Comisión sostiene que los hechos demostrados solo pueden explicarse por 
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un comportamiento contrario a la competencia, la existencia de la infracción en cuestión debe 
considerarse insuficientemente probada si las empresas afectadas consiguen ofrecer otra 
explicación plausible de los hechos. En cambio, cuando la Comisión se basa en pruebas que, en 
principio, son aptas para demostrar la existencia de la infracción, corresponde a las empresas 
afectadas demostrar la insuficiencia de su valor probatorio.

En cuarto lugar, el Tribunal General examina a la luz de estas normas las alegaciones relativas a los 
errores supuestamente cometidos por la Comisión en su análisis AEC. A este respecto, estima que 
la Comisión no ha demostrado de modo suficiente en Derecho la capacidad de cada uno de los 
descuentos controvertidos para producir un efecto de expulsión del mercado, en vista de las 
alegaciones formuladas por Intel en cuanto a la evaluación por la Comisión de los criterios de 
análisis pertinentes.

En efecto, en primer término, en lo que atañe a la aplicación del test AEC a Dell, el Tribunal 
General considera que, en las circunstancias del caso, la Comisión podía ciertamente basarse, a 
efectos de la evaluación de la «parte abierta a la competencia», 7 en datos conocidos de otros 
operadores económicos distintos de la empresa dominante. Sin embargo, tras examinar los 
elementos presentados por Intel a este respecto, el Tribunal General concluye que estos pueden 
generar dudas en el juez en cuanto al resultado de la evaluación, por lo que estima insuficientes 
los elementos considerados por la Comisión a efectos de constatar la capacidad de los descuentos 
concedidos a Dell para producir un efecto de expulsión del mercado durante todo el período 
pertinente. En segundo término, el Tribunal General llega a la misma conclusión respecto al 
análisis del descuento concedido a HP, pues el efecto de expulsión del mercado no lo considera 
demostrado para todo el período de infracción. En tercer término, respecto a los descuentos 
concedidos, bajo diferentes condiciones, a sociedades integradas en el grupo NEC, el Tribunal 
General aprecia dos errores que vician el análisis de la Comisión: uno afecta al valor de los 
descuentos condicionales; el otro se refiere a la extrapolación insuficientemente justificada de 
resultados válidos para un solo trimestre a todo el período de infracción. En cuarto término, el 
Tribunal General aprecia asimismo una insuficiencia de prueba en relación con la capacidad de 
los descuentos concedidos a Lenovo para producir un efecto de expulsión del mercado, debido a 
errores cometidos por la Comisión en su cuantificación de las ventajas en especie de que se trata. 
En quinto término, el Tribunal General llega a la misma conclusión en cuanto al análisis AEC 
relativo a Media-Saturn, al estimar, en particular, que la Comisión no ha ofrecido en absoluto 
explicaciones sobre los motivos que la llevaron a extrapolar a todo el período de infracción, en el 
análisis de los pagos concedidos a ese distribuidor, los resultados obtenidos para un trimestre a 
efectos del análisis de los descuentos concedidos a NEC.

En quinto lugar, el Tribunal verifica si la Decisión impugnada tuvo debidamente en cuenta todos 
los criterios que permiten acreditar la capacidad de las prácticas tarifarias para producir un efecto 
de expulsión del mercado, con arreglo la jurisprudencia del Tribunal de Justicia. Pues bien, a este 
respecto, estima que la Comisión no examinó debidamente el criterio relativo al porcentaje del 
mercado cubierto por la práctica criticada ni procedió tampoco a un correcto análisis de la 
duración de los descuentos.

7 En el presente caso, esta expresión designa la parte del mercado respecto de la cual los clientes de Intel estaban dispuestos a procurar su 
suministro de otro proveedor y podían hacerlo, parte que era necesariamente limitada, habida cuenta, entre otras cosas, de la naturaleza 
del producto, de la imagen de marca y del perfil de Intel.
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En consecuencia, de todas las consideraciones que preceden se desprende que el análisis realizado 
por la Comisión es incompleto y, en cualquier caso, no permite demostrar de modo suficiente en 
Derecho que los descuentos controvertidos podían o podrían tener efectos contrarios a la 
competencia, por lo que el Tribunal General anula la Decisión en la medida en que esta 
considera que tales prácticas constituyen un abuso en el sentido del artículo 102 TFUE.

Por último, en cuanto a la incidencia de esta anulación parcial de la Decisión impugnada sobre el 
importe de la multa impuesta por la Comisión a Intel, el Tribunal General estima que no puede 
identificar el importe de la multa correspondiente únicamente a las restricciones manifiestas. En 
consecuencia, anula en su totalidad el artículo de la Decisión impugnada que impone a Intel una 
multa de 1 060 millones de euros por la infracción constatada.
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